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SENTENCIA

BOE núm. 250. Suplemento

I. Antecedentes

Ha decidido

ción sobre la apreciación de aquellos requisitos, ha de ser la Audiencia
o Sala sentenciadora la que deba velar, tras el tramite incidental
adecuado (Autos del T.~. de 26 de mayo de 1932 y de 25 de mayo de
1971; STS de 22 de febrero de 1969 y STC 167/1987), oyendo a las
partes, y, en su caso, con la práctica de prueba, acerca del efectivo
cumplimiento de la Sentencia, decidiendo 10 que en Derecho proceda.

8. Esto es lo que no se hizo en el caso presente. como se ha visto.
La Audiencia. incluso ante las dudas suscitadas por la Administración,
se abstuvo de tramitar el oportuno incidente ante cuestiones íntima·
mente ligadas con el contenido del derecho que había reconocido a los
recurrentes frente a dicha Administración. sin dispensar la tutela debida.
que no se sustituye, por otro lado. con la remisión a los interesados a
las reclamaciones administrativas individualizadas, según la doctrina
expuesta.

Se impone, pues, por todo lo expuesto y razonado. estimar en este
sentido el recurso, es decir, por infración del arto 24.1 C.E. No hay
necesidad. por lo mismo. de pronunciarse sobre el tema propuesto en
segundo lugar, relativo a ia vulneración del principio de igualdad.

Eduardo F. Muriendas Benítez; ha sido también parte el Ministerio
Fiscal, y Ponente el Magistrado don Luis López Guerra. quien expresa
el parecer de la Sala.

l. El 16 de julio de 1987, el Procurador de los Tribunales don
Enrique Sorribes Torra, en nombre y representación de don José Torres
Marín. interpone recurso de amparo contra el Auto de 23 de junio de
1987 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Sevilla, Auto que deniega el recurso de súplica interpuesto
contra la providencia dictada: por la misma Sala el día 1 de diciembre
de 1986. en que no se accedia a la solicitud del hoy reCurrente de
ejecución de la Sentencia firme dictada el 28 de mayo de 1982 por la
referida Sala de la Audiencia TerritoriaL

El recurso deriva de los hechos y fundamentos de Derecho que a
continuación se exponen.

2. Don José Torres Marin interpuso recurso c;ontencioso-adminis­
trativo contra una licencia de obras del Ayuntamiento de Chipiona
(Cádiz), recurso en el que se dictó Sentencia de 28 de mayo de 1982 por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Tcrritorial de
Sevilla. en cuyo fallo se resolvió estimar el recurso interpuesto y. en
consecuencia, declarar nula la licencia concedida por la Comisión
Municipal Permanente del Ayuntamiento de Chipiona, de 25 de junio
de 1977 y la que aprobó el reformado de 16 de septiembre siguiente, en
cuanto infrmgieron la normativa urbanística vigente. y ordenaba la
demolición de las obras comprendidas en las citadas infracciones
conforme a lo establecido en los considerandos de la resolución de la
Sala. Frente a esta Sentencia se interpuso recurso de apelación ante el
Tribunal Supremo por el Letrado del Estado, y remitidos los Autos a la
Sala Cuarta del Tribunal, éste tuvo por desistido y apartado al apelante
por Auto de 4 dc marzo de 1983.

Estimar el recurso de amparo promovido por doña Inmaculada
Triviño Martín, y los demás que figuran en la cabecera de esta Sentencia
y, en su virtud:

1.0 Declarar la nulidad de los Autos de 20 de febrero v de 14 de
abril de 1987, dictados por la Sección Quinta de la Sala de lo
Contencioso~Administrativo de la Audiencia NacionaL

2.° Reconocer el derecho de los recurrentes a la ejecución de la
Sentencia de la misma Sección y Sala de 13 de mayo de 1985 (Recurso
núm. 52.775 y R.G. núm. 708/1983).

3.° Restablecer a los recurrentes en sus derechos a la tutela judicial
efectiva, para lo cual la Audiencia procederá, en su caso, conforme se
indica en el fundamento jurídico 7 de esta Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiuno de septiembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-francisco Tomás y Valiente.-Fernando Garda~Mony
González-Regueral.Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina
ViIla.-Luis López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubri~

cados.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

FALLO

.,
Sala Primera. Sentencia 149;1989, de 22 de septiembre.
Recurso de amparo 992187. Contra Auto de la Audiencia
Territorial de Sevilla denegatoria del recurso de suplica
interpuesto frente a prol'Ídencia de la misma Sala en la que
no se acced{a a fa ejecución solicitada por el ahora
recurrente de Sentencia firme dictada cinco años antes por
fa referida Sala. 1nejecución de Sentencia.

La Sala Primera del Tribunal Constituóonal, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente y; don Fernando García-Mon y
González~Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Jesus Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra~

dos, ha pron unciado
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En el recurso de amparo número 992/87, interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales don Enrique Sorribes Torra, en nombre y
representación de don José Torres Marin, bajo la dirección letrada de
don Antonio Jimenez y de León-Sotelo, contra Auto de 23 de junio
de 1987. de la Sala de 10 Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Sevilla, denegatoria del recurso de súplica interpuesto
frente a providencia de la misma Sala de 1 de diciembre de 1986. Han
sido partes: la Corporación de Chipiona (Cádiz) bajo la dirección del
Letrado don Manuel Jesús Barba Calvo: doña María del Canoen
Restituto Moya, don Juan Antonio Prieto Zarca. don Cayetano Ibáñez
Quesada, don Luis Gallego Ahumada, don Manuel Delgado Gutiérrez y
don Ricardo Hernández Garda, representados por el Procurador de los
Tnbunales don Luciano Rosch Nada!, y bajo la dirección letrada de don

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

el derecho de acceso directo «con efectos desde la misma fecha en que
se reconociera la integración a los Profesores de E.G.B. de las mismas
promociones que los recurrentes procedentes de Escuelas Estatales».

Es importante también destacar que. tras el primer escrito dirigido a
la Audiem;ia instando la ejecución de la Sentencia, el Ministerio dirigió
comunicaciones a la Sala planteando determinadas dudas sobre el
alcance personal de aquéllas. y -sobre si determinados recurrentes
cumplían los requisitos legales para el acceso directo (expediente
personal, cupo para cada Escuela, ctc.), es decir, poniendo entre
paréntesis. en realidad, el derecho judicialmente acordado o bien
interpretando según su criterio el fallo e. implícitamente. insinuando la
remisión a pretensiones individualizadas.

7. Esto es, evidentemente, y cn definitiva, un problema de ejecu~

ción, porque, también inequívocamente, la Administración no niega el
cumplimiento de los efectos o del desarrollo del derecho reconocido en
el fallo, sino sus modalidades o su forma de llevarlo a efecto. en cuanto
alude a los requisitos que han de cumplirse a posteriori, pero sin negar,
porque no podía hacerlo, el acceso directo de los recurrentes a la
Función Pública. Consiguientemente, aquellas dudas no podían ser
resueltas, como se ha hecho en los Autos impugnados. de una manera
expeditiva. y sin previa contienda y audiencia bilateral contrastada y,
tras ello. -decidir en consecuencia en el ejercicio de la potestad de
ejecución que a dicha Sala corresponde. en términos que considere
ajustados a la Ley y al Derecho. Lo contrario. es decir. lo sucedido, es
dejar a una parte -la Admistración- no sólo el cumplimiento (de 10 que
es natural destinataria), sino la ejecución propiamente dicha de la
Sentencia, función que como se ha dicho, es exclusiva de la Jurisdicción.
No hay que olvidar, por otra parte. que en el mismo fallo de la Sentencia
ejecutoria se determina la retroacción de sus efectos a las fechas de
integración de los otros Profesores procedentes de las Escuelas Estatales,
lo cual no concuerda con el sentido que los Autos dan a dicho fallo como
«genérico>~, pareciendo decir con ello que se trataba de una pura o mera
declaración del derecho de acceso, sin más consecuencias que las que
pudieran obtenerse a través de otros procesos o reclamaciones.

La naturaleza, pues, del derecho que se trata de hacer cumplir en la
esfera de la realidad jurídico-administrativa no se agota en su propia
declaración, como si de un derecho nominal o flatus vocis se tratara, sino
que postula, por su esencia y contenido. una realización o cumpli·
miento, de lo cual el mismo Tribunal ejecutor ha de cuidar, como
dispensador de la tutela judicial inter partes. No se trata, por supuesto,
de que sea dicho Tribunal el que -asumiendo una función administra­
tiva que no le compete- haya de realizar los oportunos nombramientos.
establecer la situación escalafonaria o fijar los derechos económicos,
pues es claro que corresponde a la Administración examinar y compro­
bar si se dan o no los requisitos legalmente exigidos. tanto los generales
como los partitulares atinentes al caso. para acordar la integración
efectiva de los recurrentes en el Cuerpo estatal; entendiendose que, caso
de discrepancia entre todos o algunos de los interesados y la Administra·
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Una vez definitiva la Sentencia de que se trata. fue notificada al
Ayuntamiento de Chipiona, cuya Corporación acusó recibo, acordando
el Avuntamiento requerir al constructor de la obra que había dado lugar
al récurso. para que en el plazo de un mes procediera a la ejecución de
la Sentencia referida y, concretamente. a la demolición de lo ilegalmente
construido. A la vista de que ni por el Ayuntamiento ni por el
::onstructor se llevaba a efecto la ejecución de la Sentencia, el. hoy
recurrente solicitó, mediante varios escritos a la Sala de lo Contencloso­
Administrativo. que se ejecutase la Sentencia en cuestión adoptándose
las medidas convenientes. La Sala dictó providencia de 25 de marzo y
21 de junio de 1985. requiriendo por segunda y tercera vez al Alcalde
de Chipiona para que ejecutara la Sentencia en cuestlón. en sus propiOS
terminos, apercibiéndose al Alcalde de que. ~e no hacerlo, así. se
deduciría el tanto de culpa por delito de desobedIenCia a los Tnbunales
de Justicia. No obstante, el Ayuntamiento de Chipiona mantuvo su
conducta pasiva sin llevar a cabo la ejecución.

En el ínterin. diversos compradores de los apartamentos ilegales
construidos. interpusieron recurso de amparo freme a la Sentencia
repetidamente mencionada, que fue resuelto en sentido denegatorio por
Sentencia del Tribunal Constitucional, de 15 de julio de 1986. Dictada
esta Sentencia del Tribunal Constitucional. la Audiencia Territorial de
Sevilla dictó a su vez providencia por la que se concedia a las partes un
plazo de diez días para que cada una de ellas hiciera las alegaciones
correspondientes. A la vista de ellas. la Sala. por providencia de I de
diciembre de 1986. acordó para resolver acerca de la ejecución o de la
posible inejecución por imposibilidad material de la Sentencia de 198~.
que se emitiera dictamen pericial sobre si resultaba posible la demoil­
ción de la parte del edificio ordenado derribar por aquella Sentencia. sin
qu·e tal derribo partial afectase a la seguridad del resto del inmue!?le.
debiendo también el informe pericial concretar cuál fuera la situacIón
del solar propiedad del hoy recurrente a efectos de edificabilidad tras el
cambio en la normativa urbanística producida.

Frente a esta providencia interpuso el hoy demandante de amparo.
recurso de súplica en el que se seiialaban como infringidos diversos
artículos de la Ley de Enjuiciamiento Civil. de la Ley Reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa y los arts. 24 y 118 de la
Constitución Española. Tras diversos escritos del recurrente, la Sala
resolvió la súplica mediante Auto de 23 de jl:lnio de 1987. por el que ~e

desestimaba el recurso planteado y, atendiendo a que no se habla
producido el informe solicitado en su anterior providencia, se acordaba
dirigir oficio al Ayuntamiento de Chipiona para que el Arquitecto
municipal emitiera informe acerca de si la revisión del Plan General de
Ordenación Urbana de Chipiona había legalizado la construcción cuya
demolición parcial ordenó la Sentencia de 22 de mayo de 1982. informe
que debería evacuarse en el plazo de diez días.

3. Expóne el recurrente que estima vulnerados los arts. 24 y 118 de
la Constitución por cuanto dispone el primero de ellos que todas las
personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de Jueces y
Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos: y el
segundo de tales preceptos que es obligado cumplir las Sentencias firmes
de los Jueces y Tribunales. En cuanto al primero, la doctrina jurispru­
denciat del Tribunal Constitucional, como resulta de STC 67/1984, ha
establecido que el derecho consagrado en el arto 24.1 de la Constitució!'l'
comprende el de obtener la ejecución de las Sentencias, pues lo contrano
sería convertir las decisiones judiciales en meras declaraciones. ~e
intenciones. Señala el recurrente que en el plan general de ordenaclOn
urbana de Chipiona se fraguó con posteriondad a la firmeza de ~a

Sentencia que se pretende ejecutar. Por una parte, señala que, con o Slll
plan general de ordenación urbana, no es posible legalizar unas obras
ilegalmente éonstruidas. ya que en todo caso. antes y después del plan
existiría un exceso de volumetría. pero, sobre todo. insiste en que
obrando en las actuaciones multiples informes y datos sobre el plan
generaL esto eS, conociendo la Sala la existencia del mismo y. por lo
tanto, con posterioridad a su aprobación, la Sala dictó dos resoluciones.
las citadas providencias de 25 de marzo y 21 de junio de 1985, que'
quedaron 'firmes al igual que la Sentencia que se pretende ejecutar.
EXIste, pues, una Sentencia tirme. incluso se dice, confirmada por el
Tribunal Constitucional, y existen dos providencias de ejecución de esa
Sentencia incluso con apercibimiento de deducir el tanto de culpa a los
Tribunales de Justica por desobediencia. Sin embargo, en el presente
momento. la Sala se niega a ejecutar la Sentencia infringiendo. por tanto.
el principio de que nadie puede ir contra sus propios actos.

Por todo ello, se suplica al Tnbunal Constitucional que declare la
nulidad de la providencia de 1 de diciembre de 1986 recurrida en supl!ca
así como el Auto de 23 de Junio de 1987 que deniega la súplica
mencionada. Suplica también que se reconozca el derecho del recurr~nte
a que la mencionada Sala adopte. sin más ditación, las medidas
procedentes para la ejecución de su Sentencia de 1982, de acuerdo c.on
el fallo v resoluciones firmes dictadas en ejecución. Igualmente suplica
se restablezca al recurrente en su derecho. requiriendo a dicho efecto a
la Sala citada para que adopte las medidas previstas en el apartado 2 del
arto I lO de la ley Reguladora de la Jurisdlccion Contencioso-Admims·
lrativa~ y. finalmente, que se deduzca el tanto de culpa referente al
Alcalde del Ayunta.~iento de Chipiona por ~elito de desobediencia a los
Tribunales de JustiCIa. de acuerdo con lo dispuesto. en el art. 109 de la
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mencionada Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Todo
ello, con imposición de costes a la parte que se opuSlera.

4. Por providencia de 30 de septiembre de 1987, la Sección Cuarta
del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la demanda de
amparo asi como. a tenor de lo dispuesto en el arto 51 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional, requerir a la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla para que en el
plazo de diez días, remitiera el testimonio del recurso contencioso­
administrativo núm. 201179. interesándose al propio tiempo se empla­
zase a quienes fueron parte en el mencionado procedimiento para que.
en el plazo de diez días. puedan comparecer en este proceso constitu­
cional.

Por providencia de 25 de enero de 1988. la Sección acordó tener por
recibidas las actuaciones remitidas por la Sala de lo Contencioso·
Administrativo de la Audiencia de Sevilla asi como tener por personado
y partes al Letrado don Manuel Jesus Barba Calvo en nombre y
representación de la Corporación de Chipiona y al Procurador de los
Tribunales señor Rosch Nadal, en nombre y representación de dona
Maria del Carmen Rcstituto Moya y cinco más. Y, a tenor de lo
dispuesto en el arto 52 de la ley Orgánica del Tribunal Constitutcional.
dar vista de todas las actuaciones por un plazo común de veinte días al
r-.tinisterio Fiscal, al Letrado señor Barba Calvo y a los Procuradores
señores Sorribes Torra y Rosch Nadal, para que dentro de dicho
término, pudieran presentar las alegaciones que a su derecho convinie·
rano

5. Por escrito de 17 de febrero de 1988, el recurrente en amparo
reitera los hechos y fundamentos de Derecho expuestos en su demanda.
señalando que, ante la firmeza de la Sentencia ~uya ejecución se
pretende, el demandante en amparo solicitó ror escnto de 18 de mayo
de 1983 al Ayuntamiento de Chipiona, la ejecución de tal Sentencia.
escrito que fue considerado por la Comisión Municipal permanente de
dicha Corporación Municipal el día 9 de junio de 1983, en la cual recayó
Acuerdo en el sentido de actuar lo necesario para en cumplimiento de
esa Sentencia. proceder a la demolición de la construcción ilegal en los
terminas expresados en la misma. A pesar de lo cual. y de todas las
gestiones efectuadas, la ejecución aún no se ha llevado a cabo. Señalael
recurrente que con la actuación de la Sala de lo Contencioso-AdminiS­
trativo de la AudienCia de Sevilla. se ha infringIdo el arto 363 de la ley
de Enjuiciamiento Civil, ya que su providencia de I de ·diciembre,
recurrida en suplica. así como el Auto objeto del presente. recurso de
amparo, pudieran dar ocasión a modificación de su ya refenda Senten­
cia. firme y definitiva; asi como también ha infringido los arts. 342. 343
Y 631 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y los arts.. 103, 105. 106 y 110
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción ContencIOso-Administrativa.
Además, también ha lllfringldo los arts. 24 y 228 de la ConstitUCión
Española y el consagrado principio de derecho de que nadie puede ir
contra sus propios actos. En efecto. la Sala de lo Contencloso·Admmis­
trativo dictó sus providencias de 25 de marzo y 21 de junio de 198-5-.
ordenando al Alcalde del Ayuntamiento de Chipiona l-tt ejecución de su
Sentencia referida, incluso con el aperctt5imicnto de dicho Alcalde de
que en el caso de no ejecutarla, se deduciría el tanto de culpa por delito
de desobediencia a los Tribunales de JustiCia, mientras que ahora la
mencionada Sala, actuando en contra de sus propios actos. desestima, o
al menos demora. la ejecución de la mencionada Sentencia interesan-dci
un informe que ya obraba y obra en las actuaciones con anterioridad a
dictarse Sentencia, lo cual no puede admitirse en Derecho, pues caso
contrario, y como tiene declarado el Tribunal Constitucional, el dejar de
ejecutar una Sentencia firme y definitiva supondría que quedara ésta
con una mera o simple declaración de intenciones. A mayor abunda·
miento, resulta más acreditada la improcedencJa de la actuación de la
Sala de lo COnlencioso·Administrativo de' la Audiencia Territorial al
dictar su providencia de 1 de diciembre de 1986, ya que ésta interesaba
un dictamen pericial· que ya obraba en" las actuaciones. emitido,
precisamente. por el Arquitecto del Ayuntamiento de Chipiona en el que
incluso obraba presupuesto del impone de la demolición ordenada en la
Sentencia firme que se trata de ejecutar. y que debió ser sobradamente
conocido por la referida Sala sentenciadora; y. en lo que se refiere al plan
general de ordenacón urbana. éste se aprobó con mucha anteriOridad.
por lo que también era conocido por la Sala que dictó la Sentencia que
se pretende ejecutar. Reitera el recurrente otros argumentos incluidos en
su escrito de demanda, y en relación con los perjudicados por la
ilegalidad de la construcción en cuestión señala que a su entender. han
equivocado el camino a seguir habiéndoseles incluso desestimado un
recurso de amparo por ellos planteado; ya que lo que debieron y deben
hacer legalmente es formular la correspondiente reclamación a la
entidad o persona que les vendió los pisos en la construCCIón ilegal
concretada. Por todo ello suplica al Tribunal Constitucional la estima­
ción de la demanda de recurso de amparo presentado con los pedimen·
tos :ncluidos en su escrito de demanda.

6. El 15 de febrero de [988 tiene entrada en este Tribunal escrito
de alegaciones del Ministerio Fiscal en el que. tras una breve exposición
de los hechos que han dado lugar al recurso, indIca que éste se plantea
por el hecho de que la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Temtonal de Sevtlla, tras dictar una Sentencia firme en la
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que se condena al Ayuntamiento de Chipiona a derribar una determi­
nada construcción. y ordenar por tres veces a dicha Corporación que
ejecutara la Sentencia en sus propios términos. sin que el Ayuntamiento
recurriera tales decisiones, en el Auto de 27 dejunio de 1987 se replantea
la cuestión: y acuerda la práctica de una prueba pericial tendente a
comprobar 'si el nuevo plan general de ordenación urbana de Chipiona,
revisado en 1983. después de que la Sentencia cuya ejecución se postula
ganara firmeza, legaliza la construcción cuya demolición parcial fue
decretada por la propia Audiencia Territorial.

La Sala no discute, como es naturaL la ejecución de su propio fallo,
sino que se limita a admitir la posibilidad de que el mismo, en lugar de
cumplirse en sus propios términos, pueda ser sustituido por la indemni+
¿ación de su equivalente económico.

Señala el Ministerio Fiscal que el Tribunal Constitucional, en su STC
67/1984, tuvo ya ocasión de declarar que tan constitucional es una
ejecución en la que se cumple el principio de identidad total entre lo
ejecutado o lo estatuido en el fallo, como una ejecución en la que, por
razones atendibles, la condena es sustituida por su equivalente eco­
nómico o por otro tipo de prestación. Pero lo que el demandante
cuestiona es la posibilidad de que un órgano jurisdiccional vaya contra
sus propios actos firmes dictados en ejecución de Sentencia, en los que
se decidió 'ya por una de esas concretas posibilidades legales. Y ha de
destacarse Que tras la revisión del plan general de ordenación urbana, la
Sala dictó dos providencias decretando la ejecución de la Sentencia en
sus propios términos, decisiones Que no fueron recurridas y ganaron
firmeza. No obstante, cinco años después de dictada la Sentencia, el
propio órgano jurisdiccional se cuestiona la posibilidad de cambiar de
criterio. Y no puede decirse que tal variación se deba a un hecho que
aparezca inmediatamente antes de dictarse la resolución ahora impug~

nada, puesto Que la existencia del nuevo plan general era conocido por
la Sala antes de optar por la ejecución del fallo en los mismos términos
en- que se dictó. .

Entiende el Ministerio fiscal que la citada STC 67j1984 es clara­
mente aplicable al presente caso, ya que el arto 107 de la Ley de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa dispone que «no podrá sus­
penderse ni declararse inejecutable una Sentencia por causa de imposibi­
lidad material o legal de ejecutarla, y si este caso se presentare, será
sometido liar la Administración, por medio del Abogado del Estado, al
Tribunal respectivo, dentro del referido plazo de dos meses, a fin de que
con audiencia de las partes, se acuerde la forma de llevar a efecto el
fallo». Yen el supuesto que ahora nos ocupa. no sólo no se ha respetado
el plazo de dos meses, sino que han transcurrido más de cinco años
desde la Sentencia y más de dos desde que se ordenó su ejecución en sus
propios términos. Puede, por tanto, concluirse con la STC 67/1984 que
ha de llegarse a la conclusión de que las resoluciones impugnadas son
contrarias al derecho fundamental a la ejecucón de la Sentencia
consagrado por el arto 24.1 de la Constitución.

Sentada la anterior conclusión, examina el Ministerio Fiscal el
alcance del amparo que debe ser otorgado, e indica Que procede
efectivamente declarar la nulidad del Auto impugnado por ser contrario
al derecho fundamental consagrado en el arto 24.1 C.E. Considera
también que debe reconocerse el derecho del solicitante a que la Sala
adopte sin más dilación las medidas procedentes para-la ejecución de la
Sentencia d.e que se trata, de acuerdo con el fallo yresoluciones firmes
dictadas en: ejecución. Igualmente considera el Ministerio Fiscal -que
debe in~luirse en el amparo el restableCimiento del demandante en su
derecho', requiriendo en dicho efecto la Sala para que adopte las medidas
previstas en el apartado 2 del arto 110 de la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa. Pero estima el Ministerio Fiscal que no
procede acceder a lo solicitado en cuanto a la deducción del tanto de
culpa referente al Alcalde del Ayuntamiento de Chipiona por delito de
desobediencia a los Tribunales de Justicia. Y ello sobre la base de lo
decidido por este Tribunal en la STC 67/1984. Por todo ello, el
Ministerio Fiscal interesa la concesión en los términos expuestos del
amparo que se solicita.

7. Con fecha 22 de febrero de 1988 tiene entrada en el Registro del
Tribunal, escrito de alegaciones presentado por la representación _de
doña María del Carmen Restituto Moya, don Juan Antonio Prieto
Zarca, don- Cayetano Ibáñez Quesada, don Luis Gallego Ahumada, don
Manuel-Delgado Gutiérrez y don Ricardo Hernández Garda. Señalan
que los que ahora comparecen se encontraron en situación de indefen·
sión al no haber podido intervenir en el recurso contencioso·administra­
tivo núm. 201/79, en el que se acordaron unas anulaciones de licencias
urbanísticas que nI,) afectan ni al hoy recurrente ni a la promotora
«Josuat, S. A.», que vendió en su día las construcciones cuyo derribo se
pretende ni al Ayuntamiento de Chipiona; sólo afecta a los autores de
las presentes alegaciones, trabajadores de humilde condición que con
mucho sacrificio y esfuerzo han podido comprar un pequeño aparta­
mento en la playa. El recurrente, amparado en la Constitución, pretende
una aplicación de sus normas que sólo tutele sus derechos, olvidando los
más elementales principios de justicia. Demoler lo creado con esfuerzo
y dinero, esto es, destruir una riqueza creada por el hombre, resulta
contra natura, lo que explica los esfuerzos jurisprudenciales para evitar
esta medida indeseable. Cuando el perjuicio es incalculable y afecta a los
propietarios que son terceros adquirentes de buena fe. se hace necesario
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el cambio de criterio de demolición parcial del edificio. Tanto más
cuanto que el derribo que se pretende afectaría a la seguridad del edificio
a conservar y, por consiguiente, a su estabilidad y a la resistencia de sus
estructuras básicas. Acceder a la no demolición parcial del edificio no
eql1;vale a dejar sin efecto el fallo de la Sentencia, sino simplemente, a
la sustitución de la demolición por una medida como la indemnización
de daños y perjuicios. Se tratana de una medida de prudencia viendo
racionalmente una situación complicada. Por otra parte, ha sido
modificada, con fecha 23 de septiembre de 1983, la calificación
urbanística del solar propiedad del recurrente, al aprobarse defLOitiva­
mente la revisión y adaptación del plan general de ordenación urbana.
El Derecho urbanístico ofrece unas complejidades muy acusadas por lo
que instituciones tan simples como la cosa juzgada, no pueden sin mas
tener aplicación. ya que cabe una orden de demolición decretada
jurisdiccionalmente que quede enervada por actuaciones posteriores.
bien como incidencia surgida en la fase de ejecución, bien por la
legalización sobrevenida y reconocida en un nuevo proceso a posteriori.
Los perjuicios que causan a los ahora personados la demolición a
efectuar afectan a la totalidad del edificio y a los comuneros en el
mismo. Los inmuebles de que se trata son humildes apartamentos sitos
en lapopulosa Chipiona, que se encuentran bastante alejados de la playa
y que son resultado de muchos años de trabajo y de esfuerzo que no
pueden verse truncados por unas incidencias en la actualidad modifica­
das. La Audiencia Territorial de Sevilla está decidida a cumplir la
Sentencia pero adecuándola al principio de proporcionalidad y se ha
inclinado, claramente por una interpretación restrictiva a la vista del
principio de la equitativa aplicación de las normas, por lo que
forzosamente habrán de ponderarse ante todo, el supuesto de demoli­
ción, principios superiores a los de estricta legalidad, moderando ésta
con criterios equitativos. La sustitución de la demolición por una
indemnización de daños y perjuicios, obedece a razones muy poderosas
que impiden la ejecución del fallo en sus propios términos haciendo
razonable tal conclusión.

Tras lo expuesto, se indica Que hay que encausar ta ejecución hacia
la indemnización de daños y perjuicios y hacia el sujeto pasivo de la
infracción, esto es, el Ayuntamiento de Chipiona. Es en la responsabili­
dad de éste donde realmente han de buscarse las causas y el origen del
presente procedimiento y, por lo tanto, no cabe hacer recaer la
responsabilidad de la infracción urbanística en los dueños de los pisos
afectados, siendo el argumento lógico que ordena a la razón natural y
jurídica a suspender la ejC{:ución de la sentencia y, por tanto, declarar
inviable la demolición. Se señala, a continuación, que del informe que
se adjunta de Arquitecto, resulta que no se encuentra rebasado el límite
de edificabilidad y que los riesgos que cualquier demolición conlleva son
gravísimos.

En consecuencia, se indica que este Tribunal Constitucional puede
establecer perfectamente, sin afectar al contenido esencial del derecho,
que estamos en un supuesto critico en el que no puede aplicarse el
principio de identidad y hay que sustituir la demolicion por una
indemnización a la vista de los informes efectuados. Se invoca la STC
58/1983, que establece la posibilidad constitucíonal de diferentes moda·
lidades de ejecución, no dándose en el presente recurso por otra parte,
y con respecto a la STC 67/1984, una identidad de supuestos, puesto que
no hay anteriores resoluciones contradictorias en las que los ahora
alegantes hubieran sido parte y que, por tanto, les sean aplicables; hay
una nueva situación jurídica que, respetando el derecho declarado en
Sentencia, no revisa anteriores resoluciones, y aplica la Ley por razones
atendibles, como..es el derecho innegable de respeto y salvaguarda de los
terceros de buena fe. Por todo eIJo suplican al Tribunal Constitucional
desestime el recurso de amparo promovido, por no existir infracción
legal de los artículos 24 y 118 de la Constitución Española. .

8. Con fecha25'de febrero de 1988 tienen entrada las alegaciones
presentadas por la corporación de Chipiona, en las que se manifiesta que
no se ha producido negligencia por parte de la Administración de
Justicia, ya que la complejidad del caso, ajustado precisamente al fallo
de la Sentencia dictada por la Audiencia Territorial, requiere un estudio
pormenorizado; por consiguiente, no existe lentitud o inejecución de
Sentencia. Por otra parte, el recurrente se refiere al texto del fallo de la
Sentencia dictada, sin querer saber nada sobre lo dispuesto en ese fallo
en cuanto que la demolición se habrá de efectuar conforme a lo
establecido en los considerandos de la mencionada Sentencia.

No se ha infringido, se continúa, lo dispuesto en los artículos 24
y 118 de la Constitución, toda vez que las cautelas adoptadas por la Sala
para la ejecución del fallo están ampliamente justificadas. y por otra
parte, no procede atender a la solicitud incluida en el suplico del recurso
de amparo referente a la aplicación de lo dispuesto en el arto [09 de la
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, pues ello correspon­
dería, en todo caso, a la propia Sala, sin que el Tribunal Constitucional
tenga que adoptar otras medidas Que las referentes a las supuestas
violaciones de preceptos constitucionales que se dice se han producido
en la ejecución del fallo de la Sentencia de la Sala. Finalmente, y al igual
que la partc recurrente, entiende la representación del Ayuntamiento
que se ha de producir, tras dictarse la correspondiente Sentencia, una
expresa condena en costas y que debe hacer frente a las mismas el propio
recurrentc. Por todo ello se suplica al Tribunal Constitucional que se

-
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tenga por presentadas las correspondientes alegaciones de oposición al
recurso de amparo formulado por don José Torres Marin.

9. Por providencia de 18 de septiembre de 1989, se señala para
deliberación y votación de la presente Sentencia el día 21 del mismo mes
y año.

n. Fundamentos jurídicos

l. La cuestión de relevancia constitucional que ha de resolverse en
<:1 presente caso es la de si el Auto de 13 de junio de 1987 de la Sala de
lo Cuntcncioso~Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla
\"ulnera d derecho a la tutda judicial efectiva del recurrente, reconocido
en d art. 24.1 de la Constitución. en cuanto que ese derecho incluye el
de obtener la ejecución de las Sentencias. El Auto que se impugna
denegaba el recurso de súplica interpuesto por el demandante de amparo
contra la providencia dictada por la Sala elide diciembre de 1986, en
que se acordaba recabar determinados informes de la Consejería de
Política Terntorial de la Junta de Andalucia. para resolver sobre la
ejecunón o inejecuClón de la Sentencia dictada en 28 de mayo de 1982.
Frente a esta providencia el actor interpuso. como se dijo, recurso de
súplica, pidiendo se dejase sin efecto alguno, y se acordase la ejecución,
sin más dilaciones. de la Sentencia mencionada. del ano 1982~ y el Auto
que ahora se impugna denegó tal solicitud, y acordó requerir nuevo
informe. esta vez del Arquitecto Municipal del Ayuntamiento de
Chipiona, sobre los eventuales efectos del Plan General de Ordenación
Urbana sobre lo dispuesto en la Sentencia mencionada.

2. Resulta conveniente. para resolver la cuestión de que se trata,
recordar, brevemente, los rasgos esenciales de la doctrina de este
Tribunal sobre el derecho constitucional a la ejecución de las Sentencias
Judiciales. Como hemos manifestado repetidamente, a partir de nuestra
Sentencia 32/1981. fundamento jurídico 1.°. el derecho que el arto 24.1
de la Constitución establece a obtener la tutela efectiva de Jueces v
Tribunales comprende el de obtener la ejecución de las Sentencias. pue's
10 contrario sería convertir las decisiones judiciales en simples declara­
ciones de tntenciones. Este derecho. ciertamente, no alcanza a cubrir las
diferentes modalidades que puede revestir la ejecución de la Sentencia,
pues tan constitucional es una ejecución en la que se cumple el principio
de identidad total entre lo ejecutado y lo estatuido en el fallo como una
ejecución en la que. por razones atendibles. la condena es sustituida por
su equi valen te pecuniaria u otro tipo de prestación (STC 67/1984,
fundamentojuridico 4.°). De acuerdo con 10 anterior, el legislador puede
establecer. sin afectar al contenido esencial del derecho. los supuestos en
que puede no aplicarse el principio de identidad y sustituirse por una
indemnización.

Ahora bien, tal sustitución ha de realizarse por los cauces legal­
mente previstos, de manera que no suponga una alteración del fallo
contraria a la seguridad jurídica: pues, como también hemos señalado
(STC 11911988, fundamento jurídico 2.°) «los principios de seguridad
jurídica y de legalidad en materia procesal de los arts. 9.3 y 117.3 de la
Constitución impiden [... ] que los Jueces y Tribunales puedan revisar el
JUICIO efectuado en un caso concreto, si entienden con posterioridad que
la decisión no se ajusta a la legahdad aplicable. Ha de admitirse. en
consecuencia, que la inmodificabilidad de una Sentencia integra tam­
bien el contenido del derecho a la tutela judicial efectiva, puesto que la
protección judicial carecería de efectividad si se permitiera reabrir un
proceso ya resuelto por Sentencia firme. De este modo, el derecho
fundamental del justificiable a la tutela judicial efectiva actúa como
limite y fundamento que impide que los Jueces y Tribunales puedan
revisar las Sentencias y demás resoluciones firmes al margen de los
supuestos taxativamente previstos por la Ley».

3. La ejecución de las decisiones judiciales en sus propios términos
-salvo los supuestos citados- se configura así como integrada en el
derecho a la tutela judicial: Pero ademas. v como también hemos
reiterado. este derecho comprende asimismo él que. cuando para hacer
ejecutar 10 juzgado, el órgano judicial adopta una resolución que ha de
ser cumplida por un ente público, éste ha de llevarla a cabo con la
necesaria diligencia. sin obstaculizar el cumplimiento de lo acordado,
por Imponerlo así el arto 118 de la Constitución: v cuando tal obstaculi­
zación se produzca. el Juez ha de adoptar las medidas necesarias para
su ejecución. Por otra parte (STC 67/1984, citada) tales medidas han de
adoptarse SIO que se produzcan dilaclOnes mdebidas. pues de otra forma
se vulneraría el artículo 14.2 C.E.. que si bien no se confunde con el
derecho a la ejecución de las Sentencias de 24.2, se encuentra en íntima
relación con el mismo, «pues es claro que el retraso injustificado en la
adopción de las medidas mdicadas afecta en el tiempo a la efectividad
del derecho fundamental, de tal forma que. como afirma la STC 6/1981.
fundamento jurídico 3.°), debe plantearse como un posible ataque al
derecho a la tutela judicial efectiva las dilaciones injustificadas que
pueden acontecer en cualquier proceSQ».

4. Desde esta perspectiva. y a la vista de los hechos en este caso
cc!nc~eto, ha de concluirse que la decisión judicial que se impugna
efectivamente vulnera el derecho a la tutela efectiva del recurrente, al
revocar anteriormente decisiones firmes. del mismo órgano judicial, y al
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impedir. introduciendo elementos dilatorios no previstos en la Ley. la
ejecución de una Sentencia fírme dictada con una anterioridad de cinco
años.

En esta Sentencia se disponía, textualmente que «debemos declarar
nula la licencia concedida por la Comisión Municipal permanente del
Ayuntamiento de Chipiona (Cádiz) de 25 de julio de 1977. y la que
aprobó el reformado de 16 de septiembre vigente, en cuanto infringieron
la normativa urbanística vigente. y debemos ordenar y ordenamos la
demoliclOn de las obras comprendidas en las citadas infracciones
conforme a lo establecido en los considerandos de esta resoluciÓm).

Cna Ve? dictada tal Sentencia, el 28 de- mayo de 1982, fue notificada
al Ayuntamiento, quien requirió al constructor para que procediera a su
ejecución No se cumplió lo ordenado. lo que dio lugar a que el actor
dirigiera diversos escritos a la Audiencia Territorial para que se
ejecutara la Sentencia. Por su parte, y de lo que resulta de las actuaciones
recibidas, el Ay'untamiento de Chipiona elevó escrito a la Audiencia
Territorial, con fecha de 7 de febrero de 1984, manifestando, por una
parte, que la modificación del Plan General de Ordenación Urbana
había alterado la situación de hecho base de la Sentencia: y por otra. que
la ejecución del derribo supondria no sólo un elevado coste. sino un
riesgo para el edificio a conservar. Por ello suplicaba a la Audiencia que
resolviera en el sentido de sustituir la obligación dc derribar y en su
lugar se fijase la correspondiente indemnización. No obstante, la
Audiencia no accedió a tal solicitud; y en providencia de 25 de marzo
de 1985 acordó requerir al Alcalde de Chipiona para que diera
cumplimiento, en sus propios términos. a la Sentencia firme de 28 de
mayo de 1982, concediéndole un plazo de dos meses para ello y
apercibiéndole de que, de no hacerlo así, se deduciría el tanto de culpa
por delito de desobediencia a los Tribunales de Justicia. El Ayunta­
miento no impugnó esa providencia, sino que, en escrito de 23 de mayo
suplicó un aplazamiento para la ejecución de la Sentencia: plazo que en
la providencia posterior de 21 de junio -que reiteraba el requerimiento
ya efectuado- se fijó en un mes.

5. Resulta, a la '.-ista de todo ello, que la Audiencia Territoriul. con
conocimiento de las alegaciones del Ayuntamiento referentes a la
existencia de una modificaclon del Plan General de Ordenación Urbana,
y de las eventuales dificultades derivadas de la ejecución de1a Sentencia
en cuestión, decidió en repetidas ocasiones. que se procediera a la
misma, señalando incluso un plazo fijo al respecto. No obstante, y una
vez resuelto el recurso de amparo que supuso la suspensión de la
ejecución de la Sentencia recurrida. y que fue resuelto por Sentencia
confirmatoria de esa decisión, la Sala de la Audiencia Territorial. por
providencia de 1 de diciembre de 1986 acordó (~para resolver acerca de
la ejecución, o de la posible inejecución por imposibilidad material, de
la Sentencia» requerir un dictamen pericial a la Delegación Provincial
en Cádiz de la Con~ejería de Política Territorial; y por Auto de 13 de
junio de ,1987. que rechazaba el recurso de súplica interpuesto por el
actor, requirió un nuevo informe. esta vez del Arquitecto Municipal de
Chipiona para que dictaminase si la revisión del Plan General de
Ordenación Urbana legalizó la construcción cuya demolición parcial
ordenó la Sentencia d~' la Audiencia Territorial tantas veces mencio-
nada. _

Es asi evidente que en sus resoluciones de 1 de diciembre de i986.
y de 23 de junio de 1987. la Sala vuelve sobre una cuestión sobre la que
ya se había pronunciado, resolviéndola ahora en forma claramente
dIferente. Y no cabe estimar que tal decisión venga amparada por la
cobertura del arto 107 de la Lev de la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa, que posibilita que la Administración someta al Tribunal
las causas existentes e imposibilidad legal o material de ejecutar la
Sentencia, en el plazo de dos meses desde la recepción de ésta. Este plazo
se encuentra evidentemente sobrepasado, habida cuenta de que la
Sentencia fue notificada. según las actuaciones. en abril de 1983. y que
el 9 de junio de ese año el Ayuntamiento acordó adoptar las medidas
necesarias para su cumplimiento, sin hacer referencia a diticultades o
imposibilidades al respecto. Debe tenerse en cuenta además que, cuando
el Ayuntamiento, tras la reforma del Plan General de Ordenación adUJO.
curnu se señaló más arriba, tales dificultades por un lado, y el cambio
sobrevenido en las ordenanzas por otro, la Audiencia, con conocimiento
de tales alegaciones, dispuso, como vimos en dos resoluciones sucesivas.
el cumplimiento de la Sentencia en sus propios términos. La decisión
recurrida en amparo, pues, representa una revocación de las anteriores
fuera de los procedimientos y cauces establecidos por el ordenamiento.

6. Nos hallamos. en consecuencia. en el caso de la resolución que
se impugna. y la por ella confirmada, ante decisiones que vienen a
impedir, mediante dilaciones injustificadas, la ejecución, ya acordada en
sus propios términos. de una Sentencia firme emitida con más de cinco
anos de anterioridad, y que. pese a los continuos esfuerzos y peticiones
del actor, no ha tlegado a producir los efectos en ella prcvistos. Ha dc
concluirse. por tanto. a la JUl de la jurisprudencia de este Tribunal de
que se ha hecho mención. que se ha privado al recurrente de la tutela
judicial efectiva, y, con ello, se le ha denegado el derecho que le reconoce
el arto 14.1 de la Constitución. con el contenido a que hicimos referencia
en los fundamentos jurídicos 1.° y 3. B

: por 10 que este Tribunal debe
reponerle en el mismo. en los términos del arto 55 de la LOTe. No
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1.o Declarar la nulidad de la providencia de 1 de diciembre de
1986, y del Auto de 23 de junio de 1987 de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla.

2.° Reconocer el derecho del actor a que la mencionada Sala adopte
sin dilación alguna las medidas procedentes para la ejecución de su
Sentencia de 28 de mayo de 1982, de acuerdo con el fallo y resoluciones
firmes dictadas en ejecución de la misma.

3.° Restablecer al actor en su derecho, requiriendo a dicho efecto
a la Sala citada para que adopte tales medidas.

4.° Desestimar el recurso en todo lo demás.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado>~.

Dada en Madrid, a veintidós de septiembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando Garcia-Mon y
González RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina
ViUa.-Luis López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmado y rubri­
cado.

la Sentencia impugnada y condenó al hoy recurrente de amparo, como
Gerente de la Entidad «López Candal, Sociedad Anónima», como autor,
de acuerdo con los arts. 14 y 15 bis del Código Penal, de una falta de
imprudencia con resultado de daños, a la pena de 2.000 pesetas de
multa, con arresto sustitutorio de dos días en caso de impago y pago de
las costas procesales. Asimismo condenó a la Entidad «López Candal,
Sociedad Anónima» a indemnizar a los denunciantes en la cantidad de
278.500 pesetas.

3. La representación del recurrente considera que la Sentencia
dictada en grado de apelación por el Juzgado de Instrucción de Noya
infringe los derechos a obtener la tutela judicial efectiva y a la
presunción de inocencia consagrados en los apartados I y 2, respectiva­
mente, del arto 24 de la Constitución, y el principio de legalidad penal
reconocido en el art. 25, en relación con el arto 9.3, ambos de la
Constitución. En primer lugar, por lo que respecta a la alegada
infracción del derecho a la presunción de inocencia, estima que en el
presente caso no ha existido actividad probatoria alguna relativa a la
autoría del recurrente en los hechos por los que ha sido condenado, pues
su actuación se limitaba a ser contratista de las obras adjudicadas al
mismo por la Diputación Provi~cial de La Coruña, sin que sea posible
derivar de esta relación jurídica responsabilidad penal, pues no es autor
de ninguno de los hechos imputados. En segundo lugar, alega que ha
existido infracción del principio de legalidad penal del arto 25 de la C.E.,
pues el recurrente ha sido condenado en aplicación retroactiva del
arto 15 bis) del Código Penal. que fue introducido en la reforma urgente
del Código realizada en la Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, y en el
que se estatuyó por primera vez en el ordenamiento jurídico la
responsabilidad penal de los directivos u órganos de una persona
jurídica, dado que los hechos enjuiciados acaecieron en el año 1979. En
es~e sentido alega que, para el negado supuesto de que la intervención
del recurrente en los hechos hubiera sido demostrada, éste sólo
respondería de los mismos en base al arto 22 del Código Penal, que
establece la responsabilidad subsidiaria extensiva a las personas, Entida­
des, Organismos y Empresas por los delitos o faltas en que hubiesen
incurrido sus empleados o dependientes. Por último, estima que
también ha sido infringido el derecho a obtener la tutela judicial efectiva
del arto 24.1 de la Constitución, alegando que dicho derecho fundamen­
tal comprende el de obtener Una resolución fundada en Derecho y, en
el presente caso, en el faJlo de la Sentencia impugnada se aprecia

< plenamente la vulneración constitucional, pues condena al recurrente
por unos hechos que no había cometido, a pesar de que ni siquiera fue
llamado y oído el presunto autor de los mismos.

En Consecuencia, solicita de este Tribunal que dicte Sentencia
otorgando el amparo y declare la nulidad de la Sentencia de 23 de marzo
de 1986 del Juzgado de Instrucción de Noya.

4. Por providencia de 27 de mayo de 1987, la Sección Tercera de
la Sala Segunda. -en la actualidad, Sala Primera- acordQ tener por
recibido el escrito de demanda y, con carácter previo a decidir sobre la

, admisión o no a trámite del recurso, requerir al recurrente a fin de que,
en el plazo de diez días, presente copia, traslado o certificación de la
resolución recurrida en amparo' y, al propio tiempo, acredite fehaciente­
mente la fecha de notificación de aquélla, a efectos del cómputo del
plazo establecido para la formulación de la demanda en el arto 44.2 de
la Ley· Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC).

5. Una vez subsanado el defecto advertido, la Sección, por provi­
dencia de 24 de junio de 1987, acuerda poner de manifiesto al Ministerio
Fiscal y al solicitante de amparo la posible concurrencia del motivo de
inadmisión consistente en carecer la demanda manifiestamente de
contenido que justifique una decisión por parte del Tribunal Constitu­
cional, conforme a lo dispuesto en el (entonces) arto 50.2 b) de la LOTC,
para formular las alegaciones pertinentes.

Evacuado el trámite de alegaciones en el que tanto el Ministerio
Fiscal como la representación del recurrente de amparo solicitaron la
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El} el recurso de amparo núm. 517/1987, promovido por don
Antonio López Candal, representado por el Procurador de los Tribuna­
les don Argimiro Vázquez Guillén y asistido del Letrado don Manuel
Martín Gómez, contra Sentencia de 23 de mayo de 1987 del Juzgado de
Instrucción de Noya (La Coruña), dictada en apelación de juicio de
faltas. En el proceso de amparo ha comparecido el Ministerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra" quien
expresa el parecer de la Sala.

~( Sala Primera. Sentencia 150/1989, de 25 de septiembre.
'-Recurso de amparo 5171/987. Contra Sentencia del Juz­

gado de Instrucción de Noya dictada en apelación de juicio
de faltas. Derecho a la presunción de inocencia debido a
actividad probatoria no incriminal.oria e infracción del
principio de legalidad penal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García·Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado

24474

1. Por~scrito presentado en este Tribunal,el 20 de abril de 1987,
el Proc~rador de los Tribunales' don Argimiro Vázquez Guillén, en
nombre.;,yr:epresentación de don Antonio López Candal, interpuso
recurso' de'..iJmparo contra la Sentencia de 23 de mayo de 1987 del
Juzgado de Instrucción de Noya, revocatoria de la dictada el 28 de mayo
de 1985, por el Juzgado de Distrito de, Muro en el juicio de faltas
número 129/1984.

2. Los hechos a los que se contrae la demanda son, en síntesis, los
siguientes:., , , " , " -

a) En fecha 21 'de enero de 1980, don.Manuel Si,eira Bustelo y don
Constantino Sieira Bustelo presentaron denuncia, contra el hoy recu­
rrente en su· condición de constructor de obras, por los supuestos delitos
de daños y alteración de lindes como consecuencia. de los desperfectos
y destrucción de mojones producidos con máquinas paleadoras en
diversas propiedades sitas en el municipio de Mazaricos durante la
ejecución de obrasen un camino vecinal.

Por. estos hechos se incoaron en el Juzgado de· Instrucción de Noya
las Diligencias Previas núm. 144/1980,y, tras la pertinente tramitación,
el Juzgado dictó Auto el 4 de abril de 1984· en el que decretó· el
sobreseimiento libre del, artículo 637.2 de la LE.Cr., declaró falta los
hechos y remitió las actuaciones al Juzgado de Distrito de Muros.

b) IncOado en el Juzgado de Distrito· citado el co'rrespondiente
juicio de faltas (juicio núm. 129/1984)'y celebrado el juicio oral, el
Juzgado' dietó Sentencia el 28 de mayo de 1985 en la que absolvió al
denunciado al estimar prescrita la falta imputada, por haber transcu­
rrido el plazo de dos meses desde la fecha en que ocurrieron los hechos
hasta la formulación de denuncia, como previene el art. 113 del Código
Penal.

c) Contra dicha Sentencia interpusieron los denunciantes recursos
de apelación ante el Juzgado de Instrucción de Noya (rollo
núm. 50fl987). Celebrada la vista de apelación,. el Juzgado dictó
Sentencia el 23 de marzo de 1987, en la que estimó el recurso, revocó

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPANOLA,

procede. sin embargo, que accedamos a' la solicitud referente a la
imposición de costas ni a la deducción del tanto de culpa respecto al
-\lcalde de Chipiana, por cuanto ello no aparece como necesario para
reintegrar jJ recurrente en su derecho; indepe~dienlemente de las
medidas que, en su caso, pueda adoptar respecto al último extremo, si
procede, la'd,,"udiencia Territorial.

Conceder parcialmente el amparo solicitado por don José Torres
MarÍn y, en su virtud:


